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COMENTARIO

I – Presupuesto general y régimen del ejercicio financiero

Universalidad, unidad y anualidad: Sin duda alguna los principios fundamentales sobre “universalidad” y “unidad” del presupuesto, se fijan de manera concluyente y precisa en la Ley y se consolidan aún más en el artículo 3º, en oportunidad de referirse a los créditos extraordinarios, suplementarios o complementarios. Esto se expresa en el segundo párrafo de ese artículo y también en el concordante del Decreto Reglamentario 95/54. Este último puntualiza, que a los efectos de mantener la universalidad del presupuesto, el Poder Ejecutivo deberá incorporar por decreto los créditos extraordinarios, suplementarios o complementarios, a los anexos que correspondiere. Igual procedimiento y como consecuencia de ello, se sigue en materia de recursos.


El presupuesto general de la Provincia configura entonces una verdadera estructura económica financiera total de los recursos y gastos provinciales, ya que las entidades descentralizadas no escapan a la inclusión conforme se cita en el artículo primero de la ley y Decreto reglamentario.


La ley adopta en cuanto a “anualidad” el mismo sistema o ciclo de la ley nº 12961 (de contabilidad de la Nación hasta 1956). Aún cuando la teoría de la correlatividad del ejercicio financiero con el año calendario ha sido abandonada en la mayoría de los casos, se estima que no concurren circunstancias o hechos en la economía permanente del Estado, que justifiquen su modificación.

El artículo 2º de la Ley fija la discriminación de los distintos anexos que integrarán el presupuesto general. En realidad esta discriminación determina una restricción que la práctica administrativa y la dinámica de organización y reorganización de los servicios desvirtúan. En efecto, consignar de manera taxativa los anexos con que habrá de contar el presupuesto general, significa en principio fijar una estructura estática que no condice con la continúa evolución de los organismos estatales. Más aún, esta disposición resulta innecesaria, por cuanto es facultad exclusiva del Poder Legislativo aprobar o desaprobar el presupuesto presentado por el Poder Ejecutivo.

Hubiera bastado una cláusula como la que a continuación se expone:

“En el Presupuesto se detallarán por anexos todas las erogaciones de la Administración General del Estado. En anexos separados se detallarán las erogaciones previstas para el Poder Legislativo, Gobernación de la Provincia, cada uno de los ministerios, Poder Judicial, Tribunal de Cuentas, entidades descentralizadas y/o empresas de la provincia que correspondan a su jurisdicción. Las erogaciones de la deuda pública, plan de obras e inversiones públicas y crédito adicional, figurarán en anexos especiales”.

El inciso I del artículo 3º del Decreto Reglamentario dice: “Los créditos resultantes de la movilización de fondos de reserva a que se refiere el artículo 73 de la ley,…”. Hay aquí un error material, pues el mencionado artículo 73, perteneciente al Capítulo VIII, “Disposiciones transitorias”, sólo se refiere a la autorización por esta única vez, al Poder Ejecutivo, para concertar mediante concursos de precios la contratación de todos los elementos de papelería, mecánicos, muebles, útiles, etc…”. Necesariamente debe suprimirse el párrafo, pues en ninguna otra parte de la ley y su Decreto Reglamentario se habla de los “fondos de reserva”.
b) Recursos y gastos: La distribución señalada por la ley en cuanto a los recursos y gastos, posibilita su agrupación e identificación por la naturaleza y origen, respecto de los primeros y por la naturaleza y origen, respecto de los primeros y por la naturaleza y destino en los segundos.

Según el Profesor Juan Bayetto, “el presupuesto, dada la economía esencialmente monetaria del Estado moderno, se refiere a los gastos y recursos de cada período en cuanto ellos son tales en la acepción que a esas palabras da la ciencia de las finanzas…; que la inclusión de los mismos, en dicho instrumento de control preventivo de la hacienda, es determinada por su simultanea y directa incidencia en el Tesoro en el sentido material o jurídico, según el sistema contable adoptado”.

“La incidencia patrimonial que accesoriamente tengan los gastos y recursos así computados, solo puede –y debe- dar lugar a adecuadas clasificaciones internas de los respectivos “cuadros”, a los efectos estadísticos y del control escritural”.


Conforme a ello, convenimos en que el ordenamiento de la ley resulta atinado y conveniente, más aún cuando el mismo implica en sí la comparación de los montos globales de gastos y recursos, permitiendo así apreciar el equilibrio necesario de ellos en el ejercicio.


Se sigue el régimen general establecido en todos los países de establecer carácter limitativo a las previsiones originales o incorporadas en materia de gastos. Respecto de los recursos se limita el concepto de la recaudación pero no su monto, pues ello importaría beneficiar –una vez alcanzada la cifra tope a recaudar- a aquellos contribuyentes morosos, restando así un importante aporte a la hacienda común y restringiendo sin motivo alguno, la actividad financiera del poder administrador.

La ley distingue en su artículo 8º entre créditos principales y créditos parciales. Supedita la fijación del monto de los primeros al Poder Legislativo y faculta al Poder Ejecutivo a realizar la distribución o discriminación de los parciales -en cuanto a su monto- pero deberán figurar por concepto en el presupuesto, conforme  a un “clasificador” de gastos que también el mimo Poder Ejecutivo aprobará al efecto.


La finalidad perseguida con esta clasificación de créditos principales y parciales, es dar una mayor agilidad a la labor del Poder Administrador, permitiéndole así desenvolver su actividad dentro de los totales de los créditos principales y autorizándolo a efectuar compensaciones entre partidas parciales.

Anteriormente a la sanción de disposiciones legales como la presente, el Poder Ejecutivo, frente a las modificaciones de los créditos originarios del presupuesto, sometía a la aprobación del Poder Legislativo un “presupuesto reajustado”. Luego del dictado de la ley nº 12961, en la cual la ley nº 3 se basa integramente, los mismos han dejado de tener vigencia.


La atribución del Poder Ejecutivo para realizar por sí estos reajustes, se entiende como lógica y necesaria sin embargo, sería conveniente someter a la ratificación de la Legislatura esas modificaciones del presupuesto. Para no invalidar la finalidad que les dio origen –agilitación- podría someterse a la aprobación del Poder Legislativo en dos oportunidades. La primera al término del primer semestre y la segunda al finalizar el ejercicio. Ello contribuirá a facilitar el contralor parlamentario de los gastos.

Respecto a los créditos para solventar trabajos públicos, se prevé que el presupuesto establecerá la suma máxima a invertir en el ejercicio, dejando al Poder Ejecutivo la facultad de fijar el detalle del plan anual y de realizar compensaciones o modificaciones dentro del total general asignado para trabajos públicos. Es decir, el régimen es similar al aplicado para los demás créditos.

A continuación y en el mismo artículo 11 de la ley se hace una distinción implícita entre créditos para pagar y autorizaciones para gastar. En efecto, al facultar al Poder Ejecutivo para “autorizar, durante el último mes de cada año, los créditos mínimos necesarios para proseguir los trabajos y pago de certificados a extenderse en el próximo año”, dá a estos gastos el carácter de obligatorios, es decir créditos para pagar; los demás créditos, por exclusión resultan autorizaciones para gastar y para cuya ejecución necesitan de un acto de voluntad expreso del Poder Administrador.

c) Crédito Adicional: El artículo 5º de la ley trata del crédito adicional, representado por “una partida global que el Poder Ejecutivo podrá destinar –por decreto- a reforzar cualquiera de los anexos del presupuesto, cuando éste no admita reajustes y sin poder crear nuevas partidas”.

La referida partida actúa a manera de refuerzo para concurrir a evitar insuficiencias de imprevisión o cubrir necesidades no contempladas. La legislación extranjera contiene disposiciones análogas, así Inglaterra posee dos “fondos de reserva”; uno  para solventar necesidades de orden militar y otro para atender gastos probables de distinta naturaleza. Italia sigue el mismo criterio, pero discriminando el fondo de manera más genérica: gastos obligatorios y de orden por un lado y circunstancias imprevistas o eventuales por otro. Su antecedente en la Ley nº 12.961, radicó en el proyecto de la Comisión del H. Senado. Asimismo en el proyecto del Profesor Bayetto figura en el artículo 7º.-

Su origen nacional en la ley de 1890 de la Provincia de Buenos Aires artículo 26: “independiente de la partida de eventuales que se asigne a cada Ministerio, figurará en el presupuesto de la administración un fondo de reserva que servirá para reforzar las partidas del mismo cuando esto fuese evidentemente necesario y la Legislatura se encontrase en receso”.

Como puede apreciarse, la doctrina ha sufrido una influencia netamente “ejecutivista”, pues en la actualidad no se preve la intervención parlamentaria sino cuando la utilización del citado crédito adicional originara la creación de nuevas partidas.


Cabe hacer constar aquí que no existe disposición alguna en el Decreto Reglamentario nº 95/54, que determine cuales son las “nuevas partidas”. La Ley nº 275, que sancionó el Presupuesto General del Ejercicio Año 1962 de la Provincia de La Pampa, establecía aquellos gastos que no estuvieren comprendidos en el clasificador de gastos a que hace mención el artículo 8º de la Ley. Entiendese esta disposición como una “salida elegante”, frente al vació legal pero no condice con los principios generales de la técnica presupuestaria.

El inciso 2º del artículo 5º, Decreto Reglamentario nº 95/54, prohíbe la utilización del crédito adicional para reforzar los créditos de las entidades descentralizadas. La prohibición señalada tiende a mantener la unidad individual de los organismos descentralizados, propendiendo así a conservar la íntegra organicidad de cada presupuesto. Mal podría el Poder Ejecutivo concurrir a solventar necesidades de entidades que en mérito a su carácter funcional configuran otra administración especial.

d) Fondo de emergencia: Si bien el inciso 1º del artículo 6, Decreto reglamentario de la ley, establece la prohibición de invertir dicho fondo “en gastos ordinarios y a considerados en el presupuesto del ejercicio, ni aumentarse ni disminuirse por reajustes”, sería necesario aún el agregado de otras limitaciones. Por ejemplo, la determinación de las erogaciones en cuanto a su calidad de “extraordinarias o imprevistas”, resulta indudablemente subjetiva y posibilita una singular descrecionalidad de criterio al Poder Ejecutivo. Conveniente sería, aunque más no fuera en forma enunciativa, citar expresamente en la ley, cuales son las erogaciones que pueden atenderse con este crédito. Equivaldría a sentar el mismo procedimiento que estipula el artículo 16 de la Ley.

Consecuentemente y con el propósito de una mayor fiscalización parlamentaria, podría establecerse la posterior vista al Poder Legislativo respecto de los gastos dispuestos en virtud de este artículo.

e) El presupuesto en la Legislatura: Por prescripción del artículo 12 de la Ley, “el Poder Ejecutivo –por intermedio del Ministerio de Asuntos Económicos- presentará a la Honorable Legislatura antes del 30 de junio de cada año, el proyecto de presupuesto de la Provincia, a regir en el año o años siguientes”. Esta disposición es concordante con la de la Ley 12.961 y su anterior nº 428.


Es observable lo dispuesto por el artículo 13 donde “se faculta al Poder Ejecutivo a autorizar los créditos necesarios –en base al proyecto presentado- a los efectos del normal desenvolvimiento de la Administración, entidades descentralizadas, servicios públicos, y/o empresas de la Provincia”, para los casos en que no se hubiera aprobado el presupuesto al iniciarse el ejercicio financiero. Tal medida es idéntica a la fijada por la Ley 12.961 y que vino a remediar –con relativo éxito- el sistema de la duodécimos y créditos provisorios que consa 

































� Nota de Redacción DI: Publicado por Contaduría General en Julio de 1965, en compendio junto con Ley 3 de Contabilidad y otras Normas Complementarias.






